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motivadas en la resolución judicial que así las acuerde.
ser necesarias y adecuadas al fin que con las mismas
se persigue y practicarse con todas las garantías cons­
titucionales». únicamente se agrega que, «de lo contrario,
se estaría legitimando. con la excusa de seguirse una
instrucción criminal, una suerte de inquisición general
incompatible con los principios que inspiran el proceso
penal en un Estado de Derecho como el que consagra
la Constitución española».

3. Esta segunda declaración entronca con una doc­
trina de este Tribunal que arranca de la STC 9/1982.
donde se recordó que la lucha por «un proceso penal
público, acusatorio, contradictorio y con todas las garan­
tías» iniciada en la segunda mitad del siglo XVIII frente
al «proceso inquisitivo» del antiguo régimen. «con logros
parciales pero acumulativos. se prolonga hasta nuestros
días. como lo ponen de relieve diversos preceptos del
arto 24 de nuestra Constitución», entre ellos. el derecho
de todos «a ser informado de la acusación formulada
contra ellos». Pues como se dijo en la STC 14/1986.
para impedir un procedimiento penal inquisitivo -que
«en su forma más aguda y radica!>, supone «la situación
del hombre que se sabe sometido a un proceso pero
ignora de qué se le acusa» un elemento central del
moderno proceso penal es «el derecho a ser informado
de la acusación. que presupone obviamente la acusación
misma». y cuyo contenido es «un conocimiento de la
acusación facilitado o producido por los acusadores y
por los órganos jurisdiccionales ante quienes el proceso
se sustancia».

Teniendo en cuenta esta doctrina era obligado. a mi
parecer -por los hechos objeto del presente caso y dado
que su origen se halla en unas diligencias previas que
constituyen la llamada «fase de instrucción preparatoria»
del «procedimiento abreviado para determinados deli­
tos» regulado en el Título 111 del Libro IV de la Ley de
Enjuiciamiento Criminal tras la reforma efectuada por
la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre- que se
hubiera proseguido el razonamiento de la Sentencia para
considerar si puede entrañar una vulneración de aquel
derecho reconocido por el arto 24.2 que la «fase de ins­
trucción preparatoria» en dicho procedimiento se pro­
longue durante un largo período de tiempo, en el que
se practican diversas diligencias a instancia de las acu­
saciones o del instructor. y ello sin que la persona contra
la que se ha dirigido denuncia o querella asuma el estado
de imputado y conozca, más allá de lo afirmado en dichos
escritos, los concretos hechos punibles que se le impu­
tan. Pues si así ocurre, es evidente que puede darse
lugar a esa «inquisición general» del imputado. con lesión
de los derechos que derivan del arto 24.2 C.E.

4. En efecto, el conocimiento de la imputación por
la persona a la que se atribuye un hecho punible, tras
formularse denuncia o querella e incoarse por el ins­
tructor unas diligencias previas, cumple una doble fun­
ción en la fase preparatoria del denominado «procedi­
miento abreviado». De un lado, por concretar el hecho
o hechos punibles que se imputan a una persona, es
indudable que entraña una delimitación del objeto de
la investigación en esta fase de instrucción preparatoria.
ya que su contenido «ha de responder a la finalidad
perseguida que no es otra que la prevista en el art. 789.3
L.E.Crim.», como se dijo en la STC 186/1990. funda­
mento jurídico 4.oA). Pues es evidente que la noticia
criminis -que incluso puede llegar al instructor tras infor­
maciones aparecidas en los medios de comunicación
o estar vinculada con circunstancias o finalidades muy
diversas- exige una concreción inicial y no puede legi­
timar una averiguación de carácter general sobre las
actividades de. una persona para permitir. a partir de

lo averiguado, que pueda procederse a una acusación,
sino que debe servir para averiguar unos hechos con­
cretos, imputados a esa persona. así como su partici­
pación en los mismos.

De otro lado. es indudable que sólo a partir de esa
delimitación del objeto de la investigación pueden res­
petarse las garantías del sujeto pasivo en el proceso
penal. Por ello. se ha dicho por este tribunal que era
preciso evitar, para no lesionar el art. 24.2 C.E.. «un
residuo del anterior proceso inquisitivo». como era que
el instructor «inquiría sin comunicar lo que buscaba, y
podía interrogar a un sospechoso sin hacerle saber de
qué y por qué sospechaba de él», prevaleciéndose del
consciente retraso «para interrogarle en calidad de tes­
tigo» (STC 135/1989). Lo que ha llevado a declarar
que «no se debe someter al imputado al régimen de
las declaraciones testificales cuando. de las diligencias
practicadas, pueda fácilmente inferirse que contra él exis­
te la sospecha de haber participado en un hecho punible»
(SSTC 128/1993 y 129/1993. fundamento jurídico 2.°)
y debe ser hecha en la «primera comparecencia» a que
se refiere el art. 789.4 L.E.Crim., pues si se elude que
«el sujeto pasivo asuma el status de parte procesal tan
pronto como exista dicha imputación en la instrucción.
efectuando una averiguación sumarial a sus espaldas».
se vulneran las garantías que el art. 24.2 C.E. establece.

Ambos extremos, a mi parecer, son relevantes en
el presente caso en relación con el contenido del Auto
de incoación de las diligencias previas de las que trae
causa este recurso de amparo, la respuesta del instructor
a la solicitud del Ministerio Fiscal de 30 de marzo
de 1990. la declaración prestada por el recurrente el
8 de junio de 1990 y el Auto de 20 de septiembre
de 1990, entre otras actuaciones.

Madrid. a cinco de febrero de mil novecientos noventa
y cuatro.-Julio Diego González Campos.-Firmado y
rubricado.

Sala Segunda. Sentencia 33/1994, de 3 1
de enero de 1994. Recurso de amparo
1.221/1991. Contra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Bilbao, recaída en apelación,
procedente de/juicio de menor cuantía del
Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Bara­
caldo. Extemporaneidad de la demanda de
amparo.

La Salfl Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge­
nio DíazEimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo. don José
Gabaldón López. don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados. ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.221/91. interpuesto
por «Arloplas. S. A.», representada por el Procurador don
Luis Pulgar Arroyo y bajo la dirección del Letrado don
Jesús Sainz de Rozas Lafita. contra la Sentencia de 16
de abril de 1991 de la Sección Quinta de la Audiencia
Provincial de Bilbao. recaída en el rollo de apelación
356/90. procedente del juicio de menor cuantía
158/89. del Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de
Baracaldo. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don José Gabaldón López. quien
expresa el parecer de la Sala.
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l. Antecedentes

1. Por escrito presentado en este Tribunal el 8 de
junio de 1991. la representación procesal de la sociedad
«Arloplas. S. A.». formuló demanda de amparo contra
la Sentencia de 16 de abril de 1991. de la Sección
Quinta de la Audiencia Provincial de Bilbao. recaída en
el rollo de apelación 356/90. procedente del juicio de
menor cuantía 158/89. del Juzgado de Primera Instancia
núm. 2 de Baracaldo.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo relevantes para la resolución del caso son.
en sintesis. los siguientes: .

a) El «Banco lntercontinental Español. S. A.» (BAN­
KINTER). formuló demanda de juicio de menor cuantía
contra la sociedad «Arloplas. S. A.». en reclamación de
1.709.734 pesetas de principal. los intereses y las cos­
tas. La demandada se allanó y el Juzgado dictó Sentencia
estimando la demanda sin hacer expresa imposición de
costas a ninguna de las partes.

b) Interpuesto recurso de apelación por la entidad
actora. impugnando el pronunciamiento sobre costas.
el Juzgado lo admitió en ambos efectos y emplazó a
las partes ante el órgano superior. personándose ambos
litigantes ante la Audiencia.

En COncreto. «Arloplas. S. A.». se personó como ape­
lada mediante escrito registrado en la Audiencia Pro­
vincial de Bilbao. el 19 de noviembre de 1990. en el
que. aunque se expresaba el nombre de los litigantes.
el tipo de juicio y el número de autos. se indicaban como
procedentes del Juzgado de Primera Instancia núm. 12.
pero sin especificar la población del mismo.

c) La Sección Segunda de la Audiencia Provincial
de Bilbao. que fue a quien por reparto correspondió el
asunto (rollo 356/90). sin embargo. no tuvo por per­
sonada a la apelada y dictó Sentencia con fecha de 16
de abril de 1991. sin haberle citado ni oído en la vista
de apelación. en la que estimó el recurso y revocando
la Sentencia recurrida condenó a la demandada al pago
de las costas de la primera instancia.

d) Al tener conocimiento «Arloplas. S. A.». de que
había recaído Sentencia en el recurso de apelación. sin
su intervención. por escrito presentado el 25 de abril
de 1991. interesó de la Audiencia sentenciadora la nuli­
dad de actuaciones conforme a los arts. 238.3 y 240
LO.P.J.• que fue desestimada por Auto de 16 de mayo
de 1991. al ser firme la Sentencia. en aplicación de
lo dispuesto en el arto 240 L.O.P.J. y de la doctrina de
la STC 185/1990.

3. En la demanda la recurrente fundamenta el ampa­
ro que solicita en la vulneración por la Sección Quinta
de la Audiencia Provincial de Bilbao del derecho fun­
damental a la tutela judicial efectiva protegido por el
arto 24 C.E. por la indefensión sufrida. e interesa la nuli­
dad de la Sentencia de apelación y de todas las actua­
ciones realizadas a partir de su personación en el recurso.

4. Por providencia de 16 de diciembre de 1991. la
Sección Tercera acordó admitir a trámite el presente
recurso y tener por parte al Procurador comparecido
en nombre de la recurrente y. de conformidad con el
arto 51 LOTC. requirió al Juzgado de Primera Instancia
núm. 2 de Baracaldo y a la Sección Quinta de la Audien­
cia Provincial de dicha ciudad para que remitiesen tes­
timonio de los autos del juicio de menor cuantía 158/89
y del rollo de apelación 356/90. interesando al propio
tiempo el emplazamiento de cuantos fueran parte en
el proceso judicial antecedente. con excepción del
recurrente. para que pudieran comparecer en este pro­
ceso constitucional en el plazo de diez días.

5. Por providencia de 21 de septiembre de 1992.
se acordó tener por recibidas las actuaciones solicitadas.
y dar vista de las mismas al recurrente y al Ministerio
Fiscal para que en el plazo común de veinte días pudieran
presentar las alegaciones que estimaran procedentes.

6. El Fiscal. mediante escrito presentado el 13 de
octubre de 1992. plantea en primer término la extem­
poraneidad de la demanda. Sostiene que notificada la
Sentencia de apelación a la actora el 24 de abril de
1991. la recurrente en lugar de formular ante la Audien­
cia la pretensión de nulidad de todo lo 'actuado incluida
la Sentencia firme. pretensión que fue desestimada por
el tribunal de apelación en aplicación del arto 240.2 de
la L.O.P.J .• tenía que haber interpuesto inmediatamehte
el correspondiente recurso de amparo. Al no haberlo
hecho así. y haber utilizado el recurso de nulidad de
actuaciones contra una Sentencia fírme. ha incumplido
el plazo para recurrir en amparo que por ser un plazo
de caducidad no puede ser objeto de prórrogas artifi­
ciales. por lo que no es posible alargarlo y. sobre todo.
reabrirlo de forma improcedente. mediante la prolonga­
ción artificial de las actuaciones judiciales previas o la
utilización de recursos manifiestamente improcedentes
contra una resolución firme (SSTC 120/1986 y
28/1987). debiendo haber acudido directamente a esta
I/ía de amparo desde que tuvo conocimiento de la Sen­
tencia recurrida (SSTC 148/1988. 91/1988. 2/1989.
185/1990 y 51/1991). Con ello se ha incurrido en la
causa de inadmisión del arto 44.2 LOTC. que es en este
momento procesal causa de desestimación.

En cuanto al tema de fondo. entiende el Ministerio
Fiscal que el derecho a la tutela judicial efectiva com­
prende tanto el acceso al proceso como el acceso a
los recursos procedentes y a la audiencia bilateral que
se configura por el principio de contradicción y. como
dice la STC 192/1989. la falta de citación para ser oído
en un acto o trámite tan importante como el de la vista
oral del recurso supone infringir el principio de contra­
dicción propio de la tutela judicial efectiva. Por lo que.
en síntesis. entiende que si el apelado personado en
el recurso de apelación, por no ser citado para ello, no
comparece al acto de la vista, único momento en el
que puede hacer las alegaciones atinentes a su derecho
la falta de actividad del órgano judicial que produce esta
falta de Citación bien sea por error o por otra causa
pero en todo caso no por obra de la parte afectada
es evidente que constituye no sólo una vulneración de
la ley ordinaria sino que trasciende al ámbito consti­
tucional y en este plano tiene que ser considerada.

7. El 15 de octubre de 1992 presentó escrito el
recurrente en el que dio por reproducidas todas las ale­
gaciones expuestas en su escrito de demanda.

8. Por providencia de 27 de enero de 1994, se fijó
para la deliberación y fallo del presente recurso el día
31 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurldicos

1. En este recurso se impugna la Sentencia dictada
en apelación en la Sección Quinta de la Audiencia Pro­
vincial de Bilbao. alegando la vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva de la recurrente causándole
indefensión con vulneración del arto 24 C.E.. por no haber­
se citado para la vista del recurso a la ahora actora
a pesar de que se personó en la Audiencia como apelada
con la antelación suficiente para ello.

Pero debe examinarse con carácter previo si concurre
la causa de inadmisión del recurso, que en esta fase
procesal adoptaría la forma de desestimación. prevista
en el art. 50.1 a), en relación con el arto 44.2. ambos
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4723de la LOTC, que aduce el Ministerio Fiscal, consistente
en la extemporaneidad de la demanda.

2: En las actuaciones se comprueba que, tras serie
notificada la Sentencia dictada inaudita parte el día 24
de abril de 1991. la reCUrrente presentó al día siguiente
un escrito dirigido a la Sección Quinta de la Audiencia
Provincial de Bilbao en el que interesaba, conforme a
los arts. 238.3 y 240 L.O.P.J .• <<la nulidad de las actua­
ciones desde la providencia de admisión a trámite del
presente recurso». pretensión que fue desestimada por
Auto de dicha Audiencia de 17 de mayo de 1991. con
fundamento en el arto 240.2 L.O.P.J. y la doctrina sentada
por la STC 185/1990. no interponiendo el recurso de
amparo hasta el día 8 de junio de 1991.

La constatación de esta realidad obliga a apreciar
la extemporaneidad invocada. conforme a la doctrina
consolidada de este Tribunal. el cual viene declarando
que el plazo para recurrir en amparo es un plazo de
caducidad, que no puede quedar al arbitrio de las partes
ni puede ser objeto de prórrogas artificiales. por lo que
no es admisible alargarlo ni reabrirlo mediante la uti­
lizaCión de recursos inexistentes en la ley o manifies­
tamente improcedentes contra una resolución firme
(SSTC 120/1986. 28/1987. 50/1990). En concreto.
desde la STC 185/1990. que declaró que el recurso
de amparo es «el único remedio frente a situaciones
de indefensión constitucional causadas por vicios pro­
cesales advertidos después de que haya recaído sen­
tencia definitiva y firme cuando contra ella no esté pre­
ViSto remedio procesal ante los tribunales ordinarios»
la articulación de una pretensión' o recurso de nulidad
de actuaci~nes contra.una sentencia firme debe repu­
tarse manifiestamente Improcedente y no es hábil para
interrumpir ni alargar el plazo de caducidad de veinte
días establecido en el arto 44.2 LOTC (SSTC 52/1991.
72/1991. 199/1993~

La extemporaneidad de la demanda determina la
desestimación del recurso. lo cual asimismo procederla
declarar aunque hubiera de resolverse sobre el fondo.
puesto que la causa que condujo a que la Audiencia
ignorara la personación de 111 recurrente y dictara la Sen­
tencia de apelación inaudita parte. tuvo su origen en
el deficiente cumplimiento por parte de la ahora reCUrren­
te de la carga de identificación del proceso en que se
personaba como apelada al citar. erróneamente en su
escrito de personación como Juzgado de procédencia
el Juzgado de Primera Instancia núm. 12 sin especificar
de. qué población. ~n lugar de señalar 'el Juzgado de
Primera InstanCia numo 2 de Baracaldo como hubiera
sido lo correcto. Error imputable a fa propia apelada y
determinante de que el escrito permaneciese en la ofi­
cina de reparto de la Audiencia. sin ser remitido
a la Sección competente para conocer del recurso
(STC 235/1993 y ATC 304/1993).

FALLO

. En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucIOnal. POR LA AUTORIOAO QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletln Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a treinta y uno de enero de mil
novecientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eu­
g~nio Dlaz Eimi!.-A!varo Rodríguez Bereijo.-José Gabal­
don López.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

Sala Segunda. Sentencia 34/1994. de 31
de enero de 1994. Recurso de amparo
1.399/1991. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Salamanca denegando la per­
sonación de la recurrente en las diligencias
previas del Juzgado de Instrucción núm. 1
de Salamanca. Vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva: denegación de la
acción penal al recurrente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodrlguez Bereijo. don José
Gabaldón López, don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo 1.399/91. interpuesto por
doña Ana María García Fernández. Procuradora de los
Tribunales, en nombre y representación de la Asociación
Naturalista Elanio Azul. contra el Auto de la Audiencia
Provincial de Salamanca, de 3 de junio de 1991 que
deniega la personación de la recurrente en las diligencias
previas 197/91 del Juzgado de Instrucción núm. 1 de
Salamanca. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. siendo
Ponente el Magistrado don Eugenio Diaz Eimil. quien
expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
Guardia el día 25 de junio de 1991 y registrado en este
Tribunal el dla siguiente. la Procuradora doña Ana María
García Fernández interpuso recurso de amparo.en repre­
sentación de la Asociación Naturalista Elanio Azul.contra
el Auto de la Audiencia Provincial de Salamanca,de 3
de junio de 1991, que deniega la personación de la
reCurrente en las diligencias previas 197/91 del Juzgado
de Instrucción núm. 1 de Salamanca incoadas en virtud
de denuncia presentada por un delito de prevaricación.

La demanda se refiere a la vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva. Se alega la infracción de
los arts. 24.1 C.E.• 7.3 L.O.P.J. y 101 L.E.Crim. y se inte­
resa la nulidad de la resolución impugnada, reconocién­
dole el derecho a personarse en las diligencias del Juz­
gado de Instrucción.

2. La demanda, en síntesis. se basa en los siguientes
hechos:

La recurrente, junto con otras dos Asociaciones. pre­
sentó denuncia el 20 de febrero de 1991 contra el Dele­
gado Territorial de la Junta de Castilla y León en Sala­
manca por un supuesto delito de prevaricación. Admitida
la denuncia e incoadas las correspondientes diligencias
previas. la Asociación recurrente intentó personarse
como acusación particular. pretensión que fue denegada
por providencia de 12 de marzo de 1991 del Juzgado
de Instrucción núm. 1 de Salamanca. El motivo ·alegado
para ello fue que la Asociación no estaba legitimada
«para el ejercicio de la acción popular».

Interpuesto récurso de reforma y subsidiario de ape­
lación contra dicha providencia. el Ministerio Fiscal infor­
mó solicitando que se estimase el recurso y se tuviese
por parte a la recurrente. Ello no obstante. el Juzgado
dictó Auto de fecha 30 de abril de 1991 denegando
la reforma. «por no ser perjudicado directo y no reunir
el carácter de ciudadano». Se admite. sin embargo. el
recurso c!e apelación en ambos efectos.


